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Barranquilla, veintiocho (28) de enero de dos mil veintiuno (2021).   
 
RADICADO:  08001-40-53-003-2020-00010-00. 
ACCIONANTE: LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES RODRIGUEZ 
VEGA. 
ACCIONADO: GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P.  
 
ACCION DE TUTELA 
 
Procede el Despacho a decidir la presente acción de tutela impetrada por las señoras 
LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES RODRIGUEZ VEGA, actuando en 
nombre propio, en contra de GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P., por la presunta violación a 
su(s) Derecho(s) Constitucional(s) Fundamental(s) al debido proceso.  

 
1 ANTECEDENTES 

 
1.1  SOLICITUD 

 
Las señoras LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES RODRIGUEZ VEGA, a través 
de apoderado judicial, solicitan que se les tutelen su derecho fundamental al debido 
proceso, dada la violación a que ha(n) sido sometido(s) por cuenta de la accionada; por 
lo que solicita se ordene a GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P. a que dé una explicación de la 
desviación significativa del consumo, así como la relación de pagos realizados.  
 
1.2 HECHOS Y ARGUMENTOS DE DERECHO 

 
En el caso de la referencia la pretensión de las actoras, se fundamenta en los hechos que 
se resumen a continuación. 
 
1.2.1 Manifiesta que, en su residencia ubicada en la calle 10 N° 33B-55 del barrio 

Rebolo de Barranquilla, le robaron un medidor; el cual la empresa le instaló 
nuevamente, cobrándole el valor de estos en la respectiva factura mensual.  
 

1.2.2 Señala que, después de haber solicitado explicaciones verbales, acerca de los 
abonos realizados, en fecha 18 de septiembre de 2020, solicitó la relación de los 
pagos realizados, así como una respuesta de la significativa desviación del 
consumo, y a la fecha no ha recibido respuesta, operando el silencio 
administrativo.  
 

1.2.3 Comenta que, el día 30 de octubre de 2020, se presentaron en su residencia 2 
operarios a fin de suspender el servicio, a pesar que en el inmueble residen 2 
menores de edad y una persona de la tercera edad, oponiéndose a la suspensión 
hasta tanto le aclaren la situación, pidiéndole los funcionarios dinero, a cambio 
de no suspender el servicio.  
 

1.2.4 Afirma que, igual situación se presenta en el inmueble de su prima MERCEDES 
RODRIGUEZ, quien reside en la Urbanización Las Gaviotas de Soledad, en la cual 
también hay una desviación significativa, presentando derecho de petición el 18 
de septiembre de 2020, respecto del cual la entidad guardó silencio.  
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1.3 ACTUACION PROCESAL 
 

Por auto de fecha 15 de enero de 2021, este Despacho, admitió la presente acción de 
tutela en contra de GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P.  
 
1.4. CONTESTACION DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS Y/O VINCULADAS.  
 
1.4.1. CONTESTACIÓN DE LA ACCIONADA, GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P.  
 
La accionada GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P. a través de su Representante para Efectos 
Judiciales y Administrativos, rindió informe manifestando que, han sido respetuosos del 
derecho fundamental de las señoras LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES 
RODRIGUEZ VEGA, al contestar de manera oportuna y de fondo la petición presentada 
por las mismas.  
 
Sostiene que, es falso lo manifestado por la actora LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ, 
por cuanto los cobros que se están realizando corresponden a la facturación por 
consumo promedio que se realizó en ocasión de la desviación significativa del consumo 
presentado en su inmueble. Lo anterior, de conformidad con el artículo 44 del Contrato 
de Condiciones Uniformes y el artículo 149 de la Ley 142 de 1994. 
 
Ahora bien, en cuanto al derecho de petición presentado por LUZ ESTELA ROLDAN 
RODRIGUEZ, el 18 de septiembre de 2020 por medio de la página web; indican que 
dieron trámite al mismo, asignándole radicado interno N° 20-011229; y el mismo, fue 
respondido mediante la comunicación Rad No.: 20-240- 126535 del 05/10/2020, donde 
se le hizo un estudio detallado a la accionante respecto su inquietud relacionada a la 
desviación significativa del consumo y los conceptos de su facturación. Indica que la 
actora conscientemente quiere inducir en error al juez constitucional, modificando el 
derecho de petición, por cuanto en el derecho de petición efectivamente radicado ante 
la empresa, la peticionaria incluyó una dirección de correo electrónico para afectos de 
notificación, el cual es sarayvelez06@hotmail.com.  
 
Arguyen que, la orden de suspensión que se presenta en el inmueble de la señora LUZ 
ESTELA ROLDAN obedece a la mora en el pago de las facturas por concepto de consumo 
del servicio público de gas natural combustible domiciliario. Sin embargo, a la fecha el 
servicio se encuentra en estado ACTIVO, por lo que, si bien hubo una orden de 
suspensión por ejecutar, la accionante eliminó la causal de suspensión al hacer el pago 
correspondiente.  
 
Arguyen que la petición elevada por la señora MERCEDEZ RODRIGUEZ VEGA, fue 
recibida en las oficinas de la empresa el día 18 de septiembre de2020, radicada bajo el 
N° 20-011225 y la respuesta la emitieron por medio de la comunicación Rad. 20-240-
127191 de fecha 08/10/2020 notificada al correo electrónico de la accionante, haciendo 
un análisis de fondo del consumo facturado, resolviendo sus inquietudes.  
 
Aunado a ello, expresan que, por tratarse de una relación entre el usuario y la empresa 
de servicios públicos, las actoras cuentan con diversos mecanismos, ya que en primera 
instancia podrían solicitar la declaración de un silencio administrativo ante la SSPD, así 
como recurrir a cualquier actuación de la empresa frente a la Superintendencia o 
dirigirse a reclamar cualquier abuso por parte de la empresa, además de los recursos 
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judiciales ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  
 
1.5. PRUEBAS DOCUMENTALES 
 
En el trámite de la acción de amparo se presentaron las siguientes pruebas 
documentales relevantes:  
 

 Copia derecho de petición del 18 de septiembre de 2020, presentado por 
MERCEDES RODRIGUEZ VEGA. 

 Copia derecho de petición del 18 de septiembre de 202, presentado por LUZ 
ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ.  

 Copia de facturas 2019 y 2020.  
 Informe de la accionada.  

 
1.4 CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA TUTELA Y SU PROCEDENCIA.  
 
Es claro que nuestra constitución política nacional de 1.991, contiene mecanismos 
específicos de protección efectiva de los derechos y libertades fundamentales en el 
llamado Estado Social, en el que aparece registrado en su artículo 86 la Acción de Tutela, 
como un elemento tendiente a la protección de los derechos y libertades fundamentales 
mediante un procedimiento judicial preferente y sumario, eminentemente judicial que 
debe ser resuelto en un término improrrogable de diez días hábiles. Así mismo, establece 
que  
 
“esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otros medios de 
defensa judicial, salvo que aquellas se utilicen como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable”.   
 
En el inciso final de la norma citada, el constituyente faculta al legislador para establecer 
los casos en que la acción procede contra las entidades públicas, cuya conducta afecte 
grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes se encuentran en estado 
de subordinación o indefensión. 

 
2. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 
2.1 COMPETENCIA 

 
Este juzgado es competente, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución 
Nacional, en concordancia con el artículo 37, inciso 1º del Decreto 2591 de 1991, para  
decidir la presente  tutela. 
 
2.1.1   EL PROBLEMA JURIDICO 
 
De acuerdo con los antecedentes planteados, corresponde a este Juzgado determinar si 
la presente acción es procedente para proteger el derecho fundamental al debido 
proceso de las señoras LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES RODRIGUEZ 
VEGA; en caso de superarse el examen previó de procedibilidad, corresponderá 
determinar si la accionada ha vulnerado el derecho invocado.   

Así las cosas, para establecer si en efecto se produjo la vulneración de derechos 
fundamentales, este Juzgado examinará los siguientes asuntos: i) Procedencia 
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excepcional de la acción de tutela frente a las empresas prestadoras de servicios 
públicos, ii) Debido proceso administrativo. iii) caso concreto. 
 
i) Debido Proceso Administrativo. 

 
El debido proceso debe entenderse como una manifestación del Estado que busca 
proteger al individuo frente a las actuaciones de las autoridades públicas, procurando 
en todo momento el respeto a las formas propias de cada juicio. El artículo 29 del 
ordenamiento constitucional lo consagra expresamente “para toda clase de actuaciones 
judiciales o administrativas”.  
 
Así entonces, las situaciones de controversia que surjan de cualquier tipo de proceso, 
requieren de una regulación jurídica previa que limite los poderes del Estado y 
establezcan el respeto de los derechos y obligaciones de los sujetos procesales, de 
manera que ninguna actuación de las autoridades dependa de su propio arbitrio, sino 
que se encuentren sujetas a los procedimientos señalados en la ley o los reglamentos. 
 
Sobre el debido proceso administrativo la Corte se ha manifestado en reiteradas 
oportunidades y ha precisado que su cobertura se extiende a todo el ejercicio que debe 
desarrollar la administración pública en la realización de sus objetivos y fines estatales, 
lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a la formación y ejecución 
de los actos, a las peticiones que presenten los particulares y a los procesos que adelante 
la administración con el fin de garantizar la defensa de los ciudadanos. Conviene 
recordar lo que sobre el punto ha precisado esta Corporación:  
 

“La garantía del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana 
como derecho fundamental de aplicación inmediata (artículo 85) y 
consignada, entre otras, en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
1948 (artículos 10 y 11), en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre proclamada el mismo año (artículo XXVI) y en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa 
Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste solamente en las posibilidades de 
defensa o en la oportunidad para interponer recursos, como parece 
entenderlo el juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como lo 
expresa el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto 
que se imputa; la competencia de la autoridad judicial o administrativa que 
orienta el proceso; la aplicación del principio de favorabilidad en materia 
penal; el derecho a una resolución que defina las cuestiones jurídicas 
planteadas sin dilaciones injustificadas; la ocasión de presentar pruebas y de 
controvertir las que se alleguen en contra y, desde luego, la plena observancia 
de las formas propias de cada proceso según sus características”. 

 
ii) Procedencia excepcional de la acción de tutela frente a las empresas 
prestadoras de servicios públicos  
 
El recurso de apelación sólo puede interponerse como subsidiario del de reposición, en 
ningún caso de manera directa, ante la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios.  
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La Ley de Servicios Públicos Domiciliarios estableció que no eran procedentes los 
recursos contra los actos de suspensión, terminación y corte, si con ellos se pretendía 
discutir un acto de facturación que no fue objeto de recurso oportuno. 
  
Ahora bien, la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional, ha sido consistente 
en afirmar que el ejercicio no oportuno de los recursos de la vía gubernativa en contra 
de las decisiones empresariales en materia de servicios públicos domiciliarios torna en 
improcedente la acción de tutela, así: 
  
“En el presente caso, como quedó demostrado con las certificaciones enviadas a la Corte 
Constitucional tanto por la Sociedad de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de Barranquilla 
S.A. E.P.S., como por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios –Dirección 
Territorial Norte-, la accionante no impugnó la decisión adoptada por la demandada, 
pretendiendo que mediante la acción de tutela se declare la violación del derecho al debido 
proceso. El no ejercicio oportuno de los recursos en la vía gubernativa y en los procesos 
judiciales, hace improcedente la acción de tutela” 
 
Por su parte, la sentencia T-224 de 2006 indicó lo siguiente: 
  
“… la empresa decidió imponer sanción pecuniaria por las irregularidades encontradas y 
lo hizo a través de la decisión empresarial N° 1388692 de diciembre 30 de 2004, en la que 
se informa que contra la misma procedían los recursos de reposición y en subsidio de 
apelación ante la Superintendencia. A efectos de realizar la notificación personal de esta 
determinación, la empresa citó a las instalaciones de la electrificadora a la propietaria y/o 
usuarios del inmueble a través de correo certificado y que fue recibido por el señor Ever 
Aroom el día 5 de enero de 2005.  
  
Al no acercarse ninguna de las personas involucradas a la empresa de energía para 
realizar la notificación personal, la empresa procedió a hacer la notificación de la decisión 
empresarial sancionatoria a través de edicto fijado el día 14 de enero de 2005 y desfijado 
el día 27 del mismo mes y año, con lo cual respetó el debido proceso, toda vez que se surtió 
la actuación conforme lo establece el C.C.A. y el Contrato de Condiciones Uniformes (folio 
52). Pese a todas estas etapas, ni la suscriptora, ni los usuarios, entre ellos el accionante, 
interpusieron los recursos de vía gubernativa. 
  
En ese orden, dado el respeto al debido proceso por parte de la electrificadora como pudo 
establecerse, el accionante dejó vencer los términos para la interposición de los recursos, 
buscando posteriormente a través de la acción de tutela el reconocimiento de un derecho 
que habría podido obtener de haber ejercido los medios de impugnación que tuvo a la 
mano. (…). 
  
En el presente caso, ni el accionante ni los demás usuarios del servicio de energía en el 
inmueble impugnaron la decisión adoptada por la demandada, pretendiendo que mediante 
la acción de tutela se declare la violación del derecho al debido proceso. El no ejercicio 
oportuno de los recursos en la vía gubernativa y en los procesos judiciales, hace 
improcedente la acción de tutela, (…)”  
 
En la sentencia T-122 de 2015 el Tribunal de Cierre Constitucional, estableció los 
eventos en los cuales procede la acción de tutela en materia de servicios públicos 
domiciliarios, así: 
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“En lo que respecta al asunto de los servicios públicos domiciliarios, se hace necesario 
precisar que los usuarios cuentan, además de los recursos por vía gubernativa, con las 
acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, para controvertir las 
actuaciones de las empresas de servicios públicos que lesionen sus intereses y derechos, en 
orden a obtener su restablecimiento. De ello se advierte la existencia de una vía especial 
para dirimir los conflictos que puedan surgir entre las empresas prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios y los suscriptores potenciales, los suscriptores activos, o los 
usuarios. Sin embargo, en los eventos en que con la conducta o las decisiones de las 
empresas de servicios públicos domiciliarios se afecten de manera evidente derechos 
constitucionales fundamentales, como la dignidad humana, la vida, la igualdad, los 
derechos de los desvalidos, la educación, la seguridad personal, la salud, la salubridad 
pública etc., el amparo constitucional resulta procedente”. 
 
 No obstante lo anterior, la Corte Constitucional, ha destacado que la acción de tutela 
resulta procedente contra aquellas decisiones empresariales que llegaren a afectar, de 
manera evidente, derechos constitucionales fundamentales, tales como la dignidad 
humana, la vida, la igualdad, los derechos de los desvalidos, la educación, la seguridad 
personal, la salud, la salubridad pública, etc. 

2.2.1. Caso concreto. 
 

Conforme ha sido reseñado en innumerables pronunciamientos de la Corte 
Constitucional sobre la materia, la acción de tutela, en términos generales, no puede ser 
utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los 
establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca 
reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los 
mecanismos dispuestos al interior de estos procesos para controvertir las decisiones 
que se adopten.  
 
Ello encuentra fundamento en el carácter supletivo que el artículo 86 Superior le ha 
asignado a la acción de tutela, en virtud del cual tal instrumento de defensa judicial solo 
es procedente de manera subsidiaria y residual cuando no existan otros medios de 
defensa a los que se pueda acudir, o cuando existiendo éstos, se promueva para precaver 
la ocurrencia de un perjuicio irremediable. Dicho de otro modo: el recurso de amparo 
constitucional fue concebido como una institución procesal destinada a garantizar una 
protección efectiva y actual, pero supletoria, de los derechos fundamentales1.  
 
En efecto, ese carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la 
obligación de desplegar todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios 
de defensa ofrecidos dentro del ordenamiento jurídico para la protección de sus 
derechos fundamentales. Tal imperativo constitucional pone de relieve que para 
solicitar el amparo de un derecho fundamental, el peticionario debe haber actuado con 
diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta 
injustificada de agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia de la 
acción de tutela. 
 
Precisamente, sobre este particular, ha señalado la jurisprudencia constitucional que si 
existiendo el medio judicial de defensa, el interesado deja de acudir a él y, además, 
pudiendo evitarlo, permite que éste caduque, no podrá posteriormente acudir a la acción 

                                                           
1Consultar, entre otras, la Sentencia T-608 de 27 de Octubre de 1998, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
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de tutela en procura de obtener la protección de un derecho fundamental. En estas 
circunstancias, la acción de amparo constitucional no podría hacerse valer ni siquiera 
como mecanismo transitorio de protección, pues tal modalidad procesal se sujeta a la 
activación de un medio judicial ordinario en cuyo trámite se resuelva definitivamente 
acerca de la vulneración iusfundamental y a la diligencia del actor para hacer uso 
oportuno del mismo2. 
 
En punto que entratándose de los servicios públicos domiciliarios, los usuarios tienen a 
su disposición, no solamente los recursos propios de la vía gubernativa, sino además, 
aquellos que pueden ser promovidos ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, en procura de la obtención de la garantía de efectiva protección de los 
derechos que resulten vulnerados3. Sobre el punto ha destacado la jurisprudencia 
constitucional que:  
 

“Tal y como lo ha estudiado la jurisprudencia de esta Corte, las acciones de tutela 
que tengan como fin controvertir las  actuaciones de las entidades prestadoras de 
servicios públicos domiciliarios, por regla general son improcedentes, teniendo en 
cuenta que ordinariamente se cuenta con otros mecanismos de defensa judicial, 
como por ejemplo, las acciones con que cuentan los usuarios ante la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo en donde, incluso, cabe la posibilidad de solicitar al 
juez administrativo la suspensión provisional de los actos demandados4.  
 
De lo anterior se puede concluir que la regla general es la improcedencia de la 
acción de tutela para controvertir los actos que expiden las entidades que prestan 
servicios públicos domiciliarios5. 

Así las cosas, es menester anotar, que el usuario de los servicios públicos domiciliarios, 
está en la facultad de presentar petición, queja o reclamo, si por alguna razón considera 
que el operador está afectando sus derechos constitucionales o legales; cuyo trámite se 
encuentra regulado en la Ley 142 de 1994. En caso de no estar de acuerdo con la 
decisión de la empresa prestadora de servicios públicos, el usuario cuenta con la 
posibilidad de interponer el recurso de reposición y en subsidio de apelación, con el fin 
de controvertir las decisiones adoptadas.  
 
Por su parte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 158 de la Ley en cita, las 
Empresas de Servicios Públicos disponen de 15 días hábiles para responder. Si la 
respuesta no le es favorable al peticionario, este tiene derecho a interponer recurso de 
reposición y en subsidio de apelación conociendo el caso la Superintendencia. Si no se 

                                                           
2Consultar, entre otras, la Sentencia SU-037 de 28 de enero de 2009, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
3En este sentido, consultar, entre otras, la Sentencia T-191 de 27 de febrero de 2008, M.P. Mauricio González Cuervo. 
La Sentencia T-720 de 7 de julio de 2005, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. En ese sentido dijo lo siguiente: “Ahora bien, en lo que 
hace relación a la acción de tutela contra las actuaciones u omisiones de las empresas de servicios públicos domiciliarios cabe señalar 
que según la jurisprudencia constitucional existen otros medios de defensa judicial cuales son las acciones ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. En efecto, ha considerado esta Corporación que las decisiones adoptadas por las empresas de servicios 
públicos domiciliarios se concretan en actos administrativos de carácter particular impugnables por medio de la acción de nulidad y 
restablecimiento, por lo tanto esta Corporación ha entendido que existe un medio de defensa judicial idóneo y eficaz que permite la 
protección de los derechos fundamentales en juego, pues una vez demandado el acto el interesado puede solicitar su suspensión 
provisional.” 
(…) 
“Entonces, de conformidad a la jurisprudencia constitucional la solicitud de suspensión provisional de los actos proferidos por las empresas 
de servicios públicos domiciliarios, en el curso de una acción de nulidad y restablecimiento reúne las condiciones de idoneidad y eficacia 
exigidas por la jurisprudencia constitucional para desplazar a la acción de tutela como mecanismo protector de los derechos fundamentales 
de los usuarios.” 
5Sentencia T-197 de 15 de Marzo de 2007, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 

mailto:cmun03ba@cendoj.ramajudicial.gov.co


   

 Consejo Superior de la Judicatura  

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico     
Juzgado Tercero Civil Municipal de Oralidad de Barranquilla 

 

Palacio de Justicia, Calle 40 No. 44-80 Piso 6 Edificio Lara Bonilla 

Telefax: 3885005 Ext 1061. cmun03ba@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Barranquilla – Atlántico.  Colombia 

 

 

da respuesta en el plazo establecido, está prevista la figura del silencio administrativo, 
es decir, se entenderá que la petición ha sido resuelta de forma favorable al peticionario.  
 
Visto esto, en el caso bajo estudio, se tiene que todas las peticiones y/o reclamos 
interpuestos por las actoras LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES 
RODRIGUEZ VEGA, radicados por en fecha 18 de septiembre de 2020, fueron resueltos 
decididos en oportunidad por la accionada y comunicados a la dirección electrónica 
anunciada en el escrito de petición, tal y como se evidencia en las pruebas aportadas 
por empresa de servicios públicos accionada; de manera que el Despacho, contrario a 
lo manifestando por las accionantes, no observa vulneración alguna al derecho 
fundamental de petición, pues como ya se indicó fueron atendidas todas las peticiones 
y reclamos interpuestos ante ella de manera oportuna. 
 
Ahora bien, con relación a la vulneración del derecho fundamental al debido proceso, 
tenemos que, la Corte Constitucional, ha sido consistente en afirmar que el ejercicio no 
oportuno de los recursos en la vía gubernativa y en los procesos judiciales, torna 
improcedente la acción de tutela y, puntualmente, en contra de las decisiones 
empresariales en materia de servicios públicos domiciliarios torna improcedente la 
acción de tutela. En otras palabras, en razón al carácter subsidiario de la acción de 
tutela, en los casos en que los usuarios del servicio público no impugnen la decisión 
adoptada por las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, no pueden 
pretender que se declare la violación del derecho al debido proceso.  
 
Pues bien, de las pruebas allegadas al plenario por las actoras y de la respuesta rendida 
por la empresa GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P., se observa que, en relación a la 
reclamaciones de facturación por desviaciones significativas de consumo, la parte 
actora no agotó la vía gubernativa; por cuanto las decisiones administrativas, 
comportaban la interposición del recurso de reposición ante la misma entidad y de 
apelación ante la Superintendencia de Servicios Públicos; sin embargo no existe 
constancia alguna de la utilización de los mecanismos de defensa del usuario, tal y como 
lo exige el artículo 154 de la Ley 142 de 1994.  
 
Así las cosas, en el caso bajo estudio, el proceder indicado para buscar anular o invalidar 
las decisiones administrativas, era agotar la vía gubernativa y agotada esta, acudir a la 
vía judicial ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.  
 
De otro lado, las actoras LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES RODRIGUEZ 
VEGA, tampoco acreditaron la existencia de un perjuicio irremediable que se pudiera 
presentar durante el tiempo que duré el trámite de los mecanismos de protección 
disponibles en la Ley 142 de 1994 y del cual se pudiese colegir la ineficacia de estos.  
 
En este orden de ideas, el Juzgado, encuentra que, en el presente caso no se cumplió el 
requisito de subsidiariedad, habida consideración de que no se agotó la vía gubernativa, 
como tampoco se acudió a la vía jurisdiccional, motivo por el cual se declarará la 
improcedencia de la acción de tutela. 
 
Lo anterior, como quiera que será improcedente cualquier petición elevada ante un Juez 
Constitucional para buscar por este mecanismo, dejar sin valor o efecto, una decisión 
proferida por una Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios, si la misma ha tenido la 
oportunidad de ser cuestionada y recurrida, sin que así la parte actora lo haya hecho 
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2 DECISION 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD de 
Barranquilla, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la 
constitución y la ley,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: DENEGAR POR IMPROCEDENTE la acción de tutela, interpuesta por las 
señoras LUZ ESTELA ROLDAN RODRIGUEZ y MERCEDES RODRIGUEZ VEGA, actuando 
en nombre propio, en contra de GASES DEL CARIBE S.A. E.S.P., por las razones expuestas 
en las consideraciones del presente fallo.   
 
SEGUNDO: En caso de no ser impugnado el presente fallo, remítase en su oportunidad a 
la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
CUARTO: La notificación de las partes y entidades vinculadas se realizará a través de 
comunicación que deberá remitirse a los correos electrónicos visibles en el expediente.  
 
QUINTO: Por Secretaría, publíquese la presente decisión en la plataforma virtual de esta 
dependencia judicial-página web. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

LUISA ISABEL GUTIERREZ CORRO  
JUEZA 
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